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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URÍBE
Pereira, veintinueve de enero de dos mil nueve 

Acta número 0004 del 29 de enero de 2009 

Siendo las cinco y cuarenta y cinco minutos de la tarde de esta fecha, la Sala de Deci​sión Laboral del Tribunal Superior del Distri​to Judicial de Pereira, en asocio de la Secretaria, se constituye en au​diencia pública con el objeto de  resolver la apelación de la sentencia proferida por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas el 22 de octubre de 2008, en el proceso ordinario que el señor Juan Norbey Loaiza Tabares le promueve a la Empresa de Obras Sanitarias de Santa Rosa De Cabal, EMPOCABAL E.S.P. – E.I.C.E.
El proyecto de decisión final presentado por el  ponente tal como consta en el acta referenciada fue discutido y aprobado por los demás integrantes de la colegiatura y da cuenta de estos

ANTECEDENTES   

Pretende Loaiza Tabares a través de apoderado judicial, que se declare que la demandada lo colocó en la situación prevista en el artículo 140 del C.S.T., en virtud de la denuncia interpuesta el 26 de julio de 2002; que como consecuencia de la anterior declaración, se condene a la accionada, en virtud de la ley y de la convención colectiva de trabajo de los años 2004 – 2005, a pagarle salarios, primas, cesantía, vacaciones, primas de servicios, intereses a la cesantía y dotación de calzado y vestido de labor, dejados de pagar durante los periodos que estuvo suspendido en sus labores; igualmente solicita condena a cargo de la demandada por prima de alimentación y de dotación, bonificación por antigüedad, vacaciones, prima de vacaciones y factores salariales para su liquidación, prima de navidad, factores de salario para liquidar cesantía y sus intereses, bonificación semestral, continuidad de prestaciones y derechos, rubros de origen convencional y que deben ser cancelados por todo el tiempo que estuvo suspendido en sus labores; depreca igualmente condena por concepto de indemnización por daños materiales y morales y que se condene al pago de las costas procesales. 

Sostiene para así pedir que la demandada, representada por el gerente de la época, instauró denuncia ante la Fiscalía General de la Nación en contra suya y de otros, por unas presuntas irregularidades presentadas en dicha entidad; en virtud de dicha denuncia fue vinculado mediante indagatoria, dictándosele auto de detención sin beneficio de excarcelación por el presunto delito de peculado por apropiación y falsedad en documento público, estando detenido del 28 de mayo al 12 de octubre de 2003, y desde el 17 de enero al 19 de octubre de 2005; mediante fallo del 3 de octubre de 2005 fue absuelto de todo cargo por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal; durante el tiempo que estuvo detenido la demandada dejó de pagar prestaciones de carácter convencional y legal; agrega que sufrió graves perjuicios de índole material y moral los cuales deben ser resarcidos por EMPOCABAL; afirma que presentó derecho de petición solicitando lo pretendido con la presente acción, recibiendo respuesta negativa el 13 de marzo de 2006, en la cual se aduce que la entidad no puede asumir esta carga en razón de que ella no fue quien la propició  
Después de inadmitida, fl. 102, mediante auto del 27 de abril de 2006 se admitió la demanda, fl. 105, corriéndose el traslado respectivo a la entidad accionada, la que constituyó mandatario judicial que presentó escrito de contestación; acepto que el 26 de julio de 2002 el entonces gerente presentó denuncia ante la unidad investigativa de la policía judicial, aclarando que esta no se dirigió directamente en contra del demandante, sino que se realizó sin señalar a persona determinada, para que se investigara la ocurrencia de conductas fraudulentas en contra de los intereses económicos de la empresa, que la investigación se inició por dicha denuncia, a raíz de la cual el actor fue vinculado por los delitos de Peculado Por Apropiación y Falsedad en Documento, dictándosele medida de aseguramiento consistente en detención domiciliaria, no obedeciendo a decisión suya la suspensión del contrato de trabajo, sino a orden directa de la Fiscalía Cuarta Delegada ante el Tribunal Superior, lo cual ocurrió en dos ocasiones, para finalmente recibir la orden de reintegro a través de la Resolución N° 528 del 19 de octubre de 2005, siendo patente que EMPOCABAL ha procedido conforme a lo que se le ha ordenado, acepta la falta de pago de los ítems deprecados, sin embargo manifiesta que no esta obligada a ello, toda vez que la situación no se produjo por su voluntad, sino por decisión judicial, anotando que en la convención colectiva de trabajo no se estipulo nada respecto al pago de factores en caso de suspensión del contrato por orden de autoridad judicial, razón por la cual se debe aplicar lo consignado en la ley al respecto, aceptó igualmente que el demandante presentó derecho de petición con su respuesta negativa. Se opuso a las pretensiones y excepcionó No haber puesto la empresa al trabajador en la situación de salario sin prestación del servicio y No estar la empresa en la obligación del pago de salario y prestaciones durante el tiempo de suspensión del contrato por no haber existido culpa del patrono en la suspensión del mismo..
Fracasado el intento de conciliación, fl. 131, por la falta de ánimo en tal sentido de las partes y luego de surtidas otras etapas procesales, el juzgado se constituyó en primera audiencia de trámite con la orden de practicar las pruebas solicitadas por las partes, las que fueron evacuadas en la medida de lo posible.

Agotado el debate probatorio, se convocó para audiencia de juzgamiento el 22 de octubre del presente año, dentro de la cual se dictó la respectiva sentencia, fls. 180-191, en la que se determinó, conforme a pronunciamiento del Consejo de Estado, que el trabajador tenía derecho al reconocimiento, por parte de la empleadora, de los valores dejados de pagar por concepto de salarios, prestaciones y factores salariales durante el tiempo que su contrato fue suspendido; absolvió en cuanto a la reclamación por daños materiales y morales, los cuales estimó el a quo, debían reclamarse a la autoridad judicial que tomó la decisión de suspenderlo en el ejercicio de su cargo; condenó en costas a la parte vencida en un 70% de las causadas. 
Inconforme con tal decisión, el apoderado de la accionada, propuso el recurso de apelación, indicando que durante el tiempo que el actor estuvo detenido por cuenta de proceso penal, la empresa EMPOCABAL E.S.P. – E.I.C.E. no tuvo fundamento legal para pagar salarios y demás ya que de lo contrario estaría en extralimitación de funciones, ella se limitó a atender una orden de imperativo cumplimiento, impartida por la Fiscalía, la cual era la de suspender de su cargo al señor Loaiza; agrega que no puede pagar salarios al trabajador que no ha prestado realmente el servicio y que la responsabilidad la tenía la Nación – Fiscalía General de la Nación y otras entidades, amén que no puede ser condenada a lo pretendido por el demandado, toda vez que no existe dentro del ordenamiento jurídico una norma que lo permita, de lo contrario se estaría violando el artículo 6° de la Constitución Política. Por último sostiene que no era competente el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas para dirimir el presente conflicto, toda vez que el actor debió presentar acción de nulidad y restablecimiento del derecho contra los actos que le negaron el pago de salarios ante la Jurisdicción Contencioso – Administrativa.

Concedido el recurso, el expediente fue remitido a esta Sala, en donde a las partes se les dio el traslado de rigor, como dentro de lo actuado no se observa causal alguna de nulidad que haga írrito lo actuado se procede a resolver con fundamento en las siguientes
CONSIDERACIONES
Como se observa, la sustentación del recurso está encaminada a probar que la entidad demandada no está en la obligación de reconocer y pagar al actor los salarios y demás prestaciones de orden legal y convencional, por el término durante el cual estuvo suspendido su contrato de trabajo, en virtud de orden debidamente emitida por la Fiscalía General de la Nación.
Inicialmente se debe tener en cuenta que, conforme al Certificado de Existencia y Representación Legal expedido por la Cámara de Comercio de Santa Rosa de Cabal, la Empresa de Obras Sanitarias de Santa Rosa de Cabal, EMPOCABAL E.S.P. E.I.C.E., tiene el carácter de Empresa Industrial y Comercial del Estado, cuyo régimen laboral, ha sido debidamente regulado a través de los Decretos 3135 de 1968 y 1333 de 1986.

El primero de los mencionados Decretos, establece en su artículo 5º, inciso 2º que: 

“Las personas que prestan sus servicios en las Empresas Industriales y Comerciales del Estado son trabajadores oficiales; sin embargo, los estatutos de dichas empresas precisarán qué actividades de dirección o confianza deban ser desempeñadas por personas que tengan la calidad de empleados públicos”. (Subrayado nuestro).   

Dicho mandato fue reiterado en el artículo 292 del Decreto 1333 de 1986, desprendiéndose de dichas normas que, como regla general, quienes estén vinculados a alguna empresa estatal con la mentada forma organizativa, tendrán la calidad de trabajadores oficiales y, excepcionalmente, serán empleados públicos aquellos que desplieguen funciones de dirección o confianza, siempre que las mismas se hayan precisado como tales en los estatutos de la compañía lo anterior encuentra además respaldo en la certificación visible a folio 24, donde la misma demandada hace constar que Loaiza Tabares es trabajador oficial.

Conforme a lo anterior y teniendo en cuenta que brillan por su ausencia los mencionados estatutos, tenemos que en casos como el presente, debe aplicarse la regla general, esto es, considerar que las personas vinculadas a las entidades con dicha organización jerárquica tienen el carácter de trabajadores oficiales.

Respecto a la normatividad aplicable, el artículo 58 de la Ley 6ª de 1945, en los albores de la justicia laboral, estableció que la jurisdicción especial del trabajo se instituyó para decidir todas las controversias que se susciten, directa o indirectamente, de la ejecución del contrato de trabajo, entre empleadores y asalariados. El Decreto 2127 de 1945, que reglamentó dicha Ley, estableció en su artículo 55 que mientras empezaban a funcionar los Juzgados del Trabajo, la clasificación de trabajadores particulares se seguiría rigiendo por lo dispuesto en la Resolución 8 de 1936, del Departamento Nacional del Trabajo. Cuando se expidió el Decreto 2158 de 1948, como Código Procesal del Trabajo, se escindió en su artículo 2º los asuntos de que conoce la jurisdicción ordinaria laboral, limitándola a los trabajadores particulares, como lo expresó el artículo 3º de los Decreto 2663 y 3743 de 1959, Código Sustantivo del Trabajo, en el sentido de regular las relaciones de derecho individual del trabajo de carácter particular. Así que para trabajadores oficiales se siguieron aplicando las disposiciones contenidas en la Ley 6ª de 1945, Decreto 2127 de 1945, Decreto 3135 de 1968, diciembre 26 y Decreto 1848 de 1969, noviembre 4, que reglamentó el anterior, así como todas las demás disposiciones concordantes.   

Tales consideraciones van de la mano de lo dispuesto por la jurisprudencia nacional, aunque añosa, aplicable al caso concreto, donde se dispone:

“El artículo 4º del Código Sustantivo del Trabajo dispone que las relaciones del derecho individual del trabajo entre la administración pública y sus servidores no se rigen por ese código, sino por los estatutos que posteriormente se dicten. Ante la posibilidad de que dichos estatutos no se dictaren y para evitar que se presentaren dudas sobre las normas aplicables, el artículo 492 del Código Sustantivo del Trabajo dispuso que quedarían vigentes las normas que regulan, entre otros, el derecho individual del trabajo en cuanto se refiere a los trabajadores oficiales. Es decir, que son las normas anteriores al código que se aplicaban a los trabajadores oficiales, las que continúan rigiendo las relaciones de la administración pública con sus servidores, mientras no hayan sido modificadas por las leyes posteriores. El inciso 1º del artículo 6º del Decreto Reglamentario número 1848 de 1969, que estableció que estas relaciones se regirían por el Código Sustantivo del Trabajo, fue declarado nulo en lo pertinente por el Consejo de Estado, en sentencia de 27 de julio de 1971”.[
].

Por manera que cuando se trate de conflictos laborales suscitados con relación a trabajadores oficiales, la competencia radica en la justicia ordinaria laboral, sin que sea dable a la especial de lo Contencioso Administrativo conocer de tales asuntos, y en este caso en concreto serán aplicables los postulados contenidos en el Decreto 2127 de 1945.

El artículo 26 de la norma citada establece:

“Artículo 26. Son obligaciones especiales a cargo del patrono: 

…

9o. Pagar al trabajador el salario correspondiente al tiempo durante el cual debía realizarse el trabajo, cuando éste no pueda efectuarse por culpa o por disposición del patrono y siempre que, por otra parte, no se haya extinguido el contrato de trabajo ni esté suspendido;

…” (Subrayado nuestro)
Por su parte sus artículos 44 y 46, al referirse a la suspensión del contrato de trabajo mandan:

“Artículo 44. El contrato de trabajo se suspende: 

… 

6o. Por detención preventiva del trabajador, seguida de sentencia absolutoria, o por arrestos correccionales que no excedan de ocho días y cuya causa no justifique la extinción del contrato de trabajo.  …”

“Artículo 46. La suspensión de los contratos de trabajo no implica su extinción. Salvo convención en contrario, durante el período correspondiente se suspende para el trabajador la obligación de prestar el servicio prometido y para el patrono la de pagar los salarios de ese lapso y la de asumir los riesgos que sobrevengan durante la suspensión, excepto el pago del seguro de vida y el auxilio funerario, a que haya lugar de acuerdo con la ley, y las prestaciones e indemnizaciones correspondientes a enfermedades o accidentes que hayan originado la suspensión. El tiempo durante el cual esté suspendido el contrato de trabajo, podrá ser descontado por el patrono del cómputo de los períodos necesarios para ciertas prestaciones, como vacaciones, auxilios de cesantía y pensiones de jubilación, pero no hará perder el derecho a tales prestaciones.” (Subrayado nuestro)
Las normas citadas son diáfanas, no dejan lugar a dudas o interpretaciones, establecen claramente que el contrato de trabajo se suspende por detención preventiva del trabajador y prescriben que durante el lapso de dicha suspensión, así como cesa la obligación del empleado de prestar el servicio, para el empleador también se suspende su obligación principal cual es el pago de salarios y prestaciones sociales, excepto lo tocante con seguros de vida y auxilio funerario, al igual que las prestaciones e indemnizaciones derivadas de enfermedad o accidente que hayan causado la suspensión; de igual manera el tiempo de suspensión puede ser deducido del cómputo de los periodos a acreditar para determinadas prestaciones, sin que se pierda el derecho a ellas.
En el infolio militan la denuncia realizada por el señor James William Montes Morales, gerente de la entidad accionada para la época de los hechos, y su ampliación, fls. 126 a 128, de dichos documentos se extrae que esta fue realizada sin determinar con exactitud contra quien se interponía, solicitando que el ente investigador realizara las pesquisas pertinentes a fin de establecer los autores de actos indebidos en contra del patrimonio de EMPOCABAL E.S.P.; encontramos en el expediente sendos oficios emitidos por la Fiscalía Cuatro delegada ante el Tribunal Superior, fl. 118, y por la Fiscalía Uno delegada ante el Tribunal Superior, fl. 122, por medio de los cuales se ordenó a la demandada suspender en el ejercicio de su cargo al actor, después de realizar las averiguaciones necesarias para determinar los implicados en la defraudación de la cual venía siendo victima la denunciante, lo cual fue acatado por medio de las Resoluciones N° 269 del 27 de mayo de 2003, fl. 119, y 052 del 20 de enero de 2005, de donde se deduce que la suspensión del contrato de trabajo de la cual fue objeto Loaiza Tabares se derivó de orden judicial, emitida por el órgano competente para ello y no de su propio arbitrio o voluntad. 
Respecto a la suspensión del contrato de trabajo y sus efectos sobre el salario del trabajador la Corte Suprema de Justicia ha expresado:

“En el desenvolvimiento ordinario del vínculo contractual laboral, lo normal es que cada una de las partes cumpla con las obligaciones principales que emanan de él, a saber: el trabajador, prestar el servicio convenido, y el empleador, remunerarlo. Sin embargo, pueden darse circunstancias ya bien sea por voluntad de una de las partes, de ambas  o por mandato legal  que impidan la efectiva prestación de servicios. Puede estarse en presencia,  entre otras, de alguna de las siguientes tres hipótesis:
Una  causal de suspensión del contrato.
Un incumplimiento de obligaciones por parte del trabajador.
Culpa o disposición del empleador.            
En los dos primeros casos no hay lugar al pago de salarios: en el primero por establecerlo así la Ley y en el segundo, por ausencia de la causa generante del derecho; mientras que en el tercero el trabajador tiene derecho a percibirlo por mandato del artículo 140 del C.S.T.” [
] 
De lo anterior se decanta con suficiencia que no era obligación de la entidad accionada el pago de salarios o prestaciones sociales correspondientes al periodo durante el cual se suspendió el contrato de trabajo, toda vez que ello se debió, como ya ha sido enunciado, a orden emitida por la Fiscalía General de la Nación, la cual EMPOCABAL E.S.P. no podía en momento alguno desobedecer, debiendo, por imperativo legal, no efectuar pago alguno por un servicio que el actor no estaba prestando por causa ajena a la voluntad de su empleadora.

En el presente caso, quien sería llamada a responder por los perjuicios causados al actor sería la Fiscalía General de la Nación, tal como lo establece el artículo 90 de la Constitución Política, en concordancia con el 6° de la misma norma:

“Artículo 90. El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas. 
En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales daños, que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, aquél deberá repetir contra éste.”

“Artículo 6o. Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes. Los servidores públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones.”
Por último, en lo referente a la sentencia del Consejo de Estado citada por el a quo, ella no es de aplicación al presente asunto, toda vez que se refiere a la situación presentada con una empleada de la Contraloría de Bogotá, ente que tiene un régimen jurídico diferente al de la accionada, Empresa Industrial y Comercial del Estado, amén que la sentencia en comento se refiere a una suspensión de carácter disciplinario y cita, para endilgar a la empleadora el pago de las acreencias laborales correspondientes al periodo de suspensión de la empleada, la Ley 270 de 1996, inaplicable al caso que ocupa la atención de esta Corporación.
En ese orden de ideas, se revocará la sentencia objeto de apelación.

Costas en esta instancia no se causaron.

En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República  y por autoridad de la ley, REVOCA la sentencia que por apelación ha conocido, en su lugar ABSUELVE a la Empresa de Obras Sanitarias de Santa Rosa De Cabal, EMPOCABAL E.S.P. – E.I.C.E. de todas las pretensiones incoadas en su contra por Juan Norbey Loaiza Tabares. Las costas de primera instancia estarán a cargo del demandante en un cien por ciento (100%).
Sin costas por la actuación en esta Sede. 

No siendo otro el objeto de la  presente audiencia se levanta y firma esta acta.

Los Magistrados,
HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ILDEFONSO MUÑOZ CARDONA
LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO
Secretaria
[�]. Corte Suprema de Justicia. Casación Laboral. Sentencia de abril 7 de 1981. “Régimen Laboral Colombiano”. “Legis”. Pág. 5. 


[�]. Casación Laboral. Sentencia de octubre 20 de 1998. Rad. 11150. M.P. José Roberto Herrera Vergara. 





